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Dado que nos encontramos conmemorando el 60 aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, quisiera iniciar esta breve presentación recordando que esta Carta Magna de la Humanidad, como la llamó Eleonor Roosevelt, no sólo comprendió un cuerpo de derechos sino además una serie de obligaciones esenciales para los estados. 
Ciertamente, se trata de un conjunto de obligaciones interrelacionadas, que hoy convocan a la solidaridad y a la afirmación de los derechos humanos de millones de Dalits que viven en condiciones de segregación.  En algunas regiones, las comunidades Dalits alcanzan apenas un 10% de alfabetización, y en los casos en que los y las estudiantes logran matricularse, son víctimas de procesos de exclusión que les impide culminar el ciclo escolar.
Hemos presenciado la falta de oportunidades de la población romaní, cuya exclusión de las oportunidades educativas se expresa en tasas de desempleo mayores al 70%.  Esa exclusión quedó manifiesta en la resolución de la Corte Europea del 13 de noviembre de 2007, con la que determina que la segregación de la población romaní en centros de educación especial, resulta discriminatoria.
Las comunidades indígenas siguen sufriendo la asimilación que anula dramáticamente sus cosmovisiones, y que elimina también en forma sistemática sus lenguas, culturas y tradiciones.
Las comunidades afrodescendientes, que luchan contras los estereotipos de sociedades intolerantes y de migrantes, refugiados y apátridas, que no encuentran respuestas educativas adecuadas a sus necesidades.
Las estudiantes lesbianas y los estudiantes homosexuales, que continúan siendo expulsados de las universidades y colegios y las personas con discapacidades, que siguen siendo relegadas ante la ausencia de una educación verdaderamente inclusiva, que respete sus derechos y que responda a sus necesidades educativas especiales.

Resultaría difícil enumerar todas las comunidades y  personas que en determinadas circunstancias se convierten en minorías sociales y que, por esa condición y por los prejuicios existentes, son víctimas de las políticas públicas insensibles y de sociedades que no logran aceptar la diversidad como una opción social necesaria para la construcción de comunidades igualitarias y pacifistas.
El mismo término minoría resulta quizás inadecuado, puesto que en nuestro mundo también existen minorías sociales y económicas, principalmente, que no sufren ningún tipo de discriminación y que, más bien, hacen esfuerzos para no mostrar sus privilegios.
De todas maneras, el marco conceptual y operativo del derecho a la educación, que involucra el ya famoso esquema de obligaciones estatales conocido como las 4 A (asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad), implica la interrelación constante de esos componentes. Este marco no es secuencial ni lineal y su interpretación tampoco debe reproducir el tipo de racionalidad mecanicista que ha caracterizado a los sistemas educativos convencionales (que son esencialmente patriarcales, utilitaristas y segregadores).
Cuando se plantea la lucha contra la discriminación en la esfera de la educación y especialmente en atención a las minorías sociales que han sido y son discriminadas y excluidas, debemos insistir en el peligro que consiste concentrarse únicamente en el acceso a un modelo que de por sí ya es predominantemente antidemocrático.
Recordando las palabras de Zafaroni, debemos decir que pretender que un miembro de una minoría aprenda a vivir en libertad en una escuela segregadora o insensible a la diversidad, es algo así como pretender enseñar a jugar fútbol dentro de un elevador.
El acceso en sí mismo no sólo no resulta suficiente para la realización del derecho a la educación, sino que bien puede producir un efecto más desvastador aún, al obligar a un estudiante a convivir en un entorno (una currícula y una práctica escolar) que atenta contra su dignidad y sus derechos.
La escuela, además, no es una célula aislada. Por el contrario, casi siempre reproduce el entorno discriminador de la comunidad en la que se haya inserta.  Sin embargo, también es cierto que la escuela tiene un potencial de cambio que no tienen otras instituciones sociales, de modo que las políticas públicas, las acciones afirmativas y una creciente conciencia acerca de la incapacidad del modelo educativo “estandarizador”, puede potenciar la acción educativa hacia la construcción de una ciudadanía activa, comprometida con los derechos de todas las personas.
Vale la pena mencionar, no obstante, que la escuela no puede resolver los problemas que los políticos tampoco desean resolver, pero de todas formas, la atención de estos problemas pasa necesariamente por la puesta en práctica de los principios jurídicos que han establecido los principales instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos.
Entre ellos, la Declaración Universal continúa siendo piedra angular en la realización de los derechos humanos.
En el preámbulo de la Declaración, se consigna sabiamente que el desconocimiento de los derechos ha sido el causante principal del sufrimiento de la humanidad.
Se encuentra, por lo tanto, explícitamente subrayado en el preámbulo de la Declaración Universal, que el aprendizaje de los derechos humanos debe ser el esfuerzo central que convoca a los gobiernos del mundo y que resulta indispensable para avanzar hacia la paz y la igualdad.

Los procesos cognitivos reflejan y modelan las culturas.  Si en esta ecología cognitiva no participan todas las personas, todos los pueblos, la educación pierde irremediablemente su legitimidad, no sólo porque estos pueblos pierden la base cultural, ino además porque los aprendizajes se banalizan y se convierten en meros entrenamientos al servicio de los mercados y de los empleadores.
El aprendizaje de los derechos humanos va más allá de la escuela, ciertamente, pero la implica completamente.  Es por este motivo que debemos trabajar con mayor profundidad en devolverle a la educación su sentido, su objeto, su misión.
Está bien que luchemos por el avance en la escolarización, en el acceso.  De hecho, si atendemos a las estadísticas de UNESCO, sabemos que hemos avanzado en ese campo.  No obstante, también es cierto que nunca antes tanta gente educada había matado a tantos otros.  Nunca antes habíamos causado tantos problemas ambientales y tanta degradación espiritual.  Resulta por lo tanto urgente concentrarnos en dotar de un nuevo sentido a la educación, de modo que las oportunidades educativas sean un bien compartido por todos y todas y que esas oportunidades involucren principalmente la construcción de personas comprometidas con los derechos de los demás, valga decir, personas responsables de la felicidad de todos.

